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Pregunta 1: En relación a la existencia de legislación y políticas relativas a regímenes generales y/o específicos de protección social relacionados con las personas con discapacidad:
· El marco institucional encargado de su aplicación es, respecto a las prestaciones vinculadas o derivadas del trabajo, la Secretaría de Estado de la Seguridad Social a través de sus entidades gestoras
, respecto a prestaciones no contributivas de seguridad social, algunas ayudas a la movilidad y la normativa y estadísticas del sistema y ayuda de atención a la dependencia el organismo responsable es el IMSERSO y, por último, respecto al resto de prestaciones o sistemas de protección, incluidos los servicios sociales, la competencia es de las diferentes Comunidades Autónomas.
· Entre las medidas legislativas de carácter general podemos resaltar la aprobación del Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, que refunde la legislación previa existente en España sobre discapacidad y refuerza la protección de las personas con discapacidad desde el enfoque de los derechos humanos, que es el que impregna toda nuestra legislación desde la firma y ratificación de la Convención de Naciones Unidas de los Derechos de las Personas con Discapacidad.
· No obstante, también existe legislación específica en el ámbito de la Seguridad Social aplicable a la determinación de las prestaciones del sistema así como referencias y algunas medidas en las diferentes leyes sectoriales (tributarias, vivienda, sanidad, educación etc) en relación con la aplicación de determinadas medidas específicas a las personas con discapacidad.
· Respecto a las medidas administrativas destinadas a garantizar el acceso de las personas con discapacidad a programas generales en el ámbito del empleo público es especialmente significativa la creación de una cuota de reserva específica en el empleo público del 2% para las personas con discapacidad intelectual, dentro de la cuota genérica del 7% ya existente. Desde 2009, el Ministerio con competencias en Administraciones Públicas (actualmente, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas) ha efectuado esta reserva para personas con discapacidad intelectual en su oferta de empleo público y se han realizado procesos selectivos adaptados (realizando un ajuste razonable de las pruebas de examen, etc) para que personas con discapacidad intelectual se conviertan en personal permanente de las administraciones públicas, con la categoría de asistente de gestión y servicios comunes.
Pregunta 2: Indicar cómo las personas con discapacidad son consultadas y participan activamente en el desarrollo, implementación y seguimiento de los programas de protección social.
Con carácter general, el cauce oficial de participación de las personas con discapacidad se produce a través de sus organizaciones más representativas en el Consejo Nacional de la Discapacidad, que constituye, a su vez, el mecanismo de coordinación establecido en el artículo 33.2 de la CDPD. La participación, tanto formal a través de Consejos y Comités ministeriales, como la informal, de las principales organizaciones de personas con discapacidad, ha sido fundamental para desarrollar las políticas de discapacidad en España en la última década.
Además podemos indicar como ejemplo de participación en relación al empleo público y a las convocatorias específicas de personas con discapacidad intelectual mencionadas en la pregunta anterior, cómo sus organizaciones más representativas han participado activamente en su aplicación creando una escuela de formación para personas con discapacidad intelectual para preparar las oposiciones, colaborando en la redacción de la convocatoria en lectura fácil, etc. 
Pregunta 3: Dificultades y buenas prácticas en el diseño, implementación y seguimiento de regímenes generales y/o específicos de protección social relacionados con las personas con discapacidad.

· Capacitación sobre la discapacidad y toma de conciencia entre funcionarios públicos y/o socios externos

Impulsado por la Dirección General de Políticas de Apoyo a la Discapacidad del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad se vienen impartiendo desde 2008 numerosos cursos a diversos colectivos entre los que podemos resaltar el Curso de Atención Multicanal a la Discapacidad, dirigido a los funcionarios de todos los Ministerios a través del INAP -Instituto Nacional de la Administración Pública-, así como la preparación de contenidos para cursos online como los impartidos a las nuevas promociones de policías y guardia civil.
· Existencia de mecanismos de queja o apelación.

 La Oficina de Atención a la Discapacidad OADIS http://www.oadis.msssi.gob.es/home.htm es un órgano consultivo de carácter permanente y especializado del Consejo Nacional de la Discapacidad encargado de promover la igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal, presta servicios de asesoramiento, estudios y análisis de consultas, quejas o denuncias presentadas por las personas con discapacidad, aunque sus informes no son preceptivos ni vinculantes y contra los mismos no puede interponerse recurso administrativo alguno.

Pregunta 5: Información sobre los criterios de elegibilidad utilizados para acceder a regímenes generales y/o específicos de protección social relacionados con las personas con discapacidad:

· Definición de discapacidad y evaluaciones de discapacidad utilizadas para la determinación de la elegibilidad.
En el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, al que nos hemos referido más arriba, se regula una definición de la discapacidad acorde con la Convención, que configura la titularidad de los derechos a la protección jurídica y que, además, asimila a todos los efectos el reconocimiento del grado de discapacidad con el de la pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez y la pensión de clases pasivas que tenga reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad. La discapacidad es evaluada por los centros de valoración dependientes de las Comunidades Autónomas y se precisa el reconocimiento de al menos el 33% de grado para acceder a las prestaciones de las que con carácter general se pueden beneficiar las personas con discapacidad en España, sin tener en cuenta umbrales de ingresos y/o pobreza, ya que se asume que el hecho de tener una discapacidad supone un coste añadido adicional para la persona.
Ahora bien, hay que resaltar que junto a la definición de discapacidad conviven en España los conceptos de incapacidad laboral (vinculado al trabajo) y dependencia (vinculado a la ayuda de tercera persona), que dan lugar a las prestaciones reconocidas por su sistema y con sus unidades administrativas de valoración correspondientes (ni todas las personas con discapacidad tienen reconocida una incapacidad laboral o un grado de dependencia ni a la inversa).
En el caso de las pensiones no contributivas de la Seguridad Social, sí existe un criterio de ingresos para su concesión.

Madrid, 18 de mayo de 2015 
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� En relación al sistema de seguridad social consultar  � HYPERLINK "http://www.seg-social.es/Internet_1/Trabajadores/PrestacionesPension10935/Incapacidadpermanen10960/index.htm" �http://www.seg-social.es/Internet_1/Trabajadores/PrestacionesPension10935/Incapacidadpermanen10960/index.htm�








	
	
	SEDE: 

Pº de la Castellana, 67 

28071 MADRID

TEL: 918226506

FAX: 913635200


PAGE  
3
	
	

	
	



[image: image2.wmf]